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al que tan sólo quedarán sujetos los propios contratantes y frente al que
el futuro socio sería ajeno. Pero puede el convenio arbitral integrase en
los propios Estatutos para la solución de las controversias de carácter
social, en cuyo caso, por más que puede calificarse como regla paraes-
tatutaria, se independiza de la voluntad de los fundadores para pasar
a ser una regla orgánica más, como lo puedan ser las restricciones a la
transmisión de participaciones sociales, la obligación de realizar presta-
ciones accesorias, el régimen de separación y tantas otras que en la medida
en que son objeto de publicidad registral vinculan y sujetan a quienes
en cada momento lo estén al conjunto normativo constituido por los propios
Estatutos. Un pacto compromisario extrasocial o no inscrito vinculará tan
sólo a los contratantes y sus herederos, pero, si se configura como esta-
tutario y se inscribe, vincula a los socios presentes y futuros. El convenio
arbitral inscrito configura la posición de socio, el complejo de derechos
y obligaciones que configuran esa posición, en cuyo caso toda novación
subjetiva de la posición de socio provoca una subrogación en la del anterior,
aunque limitado a las controversias derivadas de la relación societaria.
No puede, por último, desconocerse que en un supuesto con evidentes
analogías, el de los conflictos entre las cooperativas y sus miembros, la
sumisión estatutaria a arbitraje aparece expresamente prevista por el legis-
lador [artículo 163.1, b) de la Ley de Cooperativas de 2 de abril de 1987).

Con carácter subsidiario se rechaza la inscripción de la misma regla
por indeterminación de su objeto, lo que pudiera implicar la sumisión
a arbitraje de materias que no son de libre disposición. Una concreción
como la pretendida por el Registrador se torna excesiva, pues el determinar
qué concretas controversias se han de entender sujetas y cuáles excluidas
del arbitraje supondría tener que llevar a cabo un recorrido por todo
el derecho de sociedades para ir casuísticamente incluyendo y excluyendo
unos u otros supuestos, con el evidente riesgo de no agotarlas. Por otra
parte, no parece que todas las cuestiones que el Registrador considera
de necesaria exclusión tengan necesariamente que serlo: Los Adminis-
tradores, aunque no ostenten la condición de socios, no por ello son terceros
desvinculados del régimen estatutario en su relación orgánica con la socie-
dad, pues si así fuera tampoco podrían invocar en su favor los derechos
que, como puede ser la retribución, les reconocieran; la acción para exi-
girles responsabilidad es en gran medida renunciable (artículo 69 LSRL,
en relación con el 134 de la LSA) y la irrenunciabilidad a la responsabilidad
derivada del dolo (artículo 1.102 del Código Civil) no es lo mismo que
la renuncia a un procedimiento para su exigencia; finalmente, la exclu-
sividad de la vía judicial para la impugnación de los acuerdos sociales,
si bien goza de un reiterado respaldo jurisprudencial (cfr. SSTS de 15
de octubre de 1956, 27 de enero de 1968, 15 de octubre de 1971, 21 de
mayo de 1970), está pendiente de confirmación tras las últimas reformas
legales, tanto de la legislación de arbitraje como de la societaria, y hoy
día es doctrinalmente cuestionada en base a diversos argumentos.

Por ello, una regla como la que se examina, similar a otras que cons-
tituyen hoy en día cláusulas de estilo en la mayoría de los Estatutos sociales,
que necesariamente ha de interpretarse siguiendo su tenor que se limita
a sujetar a arbitraje las controversias «societarias», y que excluye todas
aquellas «cuestiones que no sean de libre disposición» no es rechazable
a efectos de su inscripción.

Esta Dirección General acuerda admitir parcialmente el recurso en
lo relativo al primer defecto opuesto al artículo 16 de los Estatutos y
los señalados al artículo 22, respecto de los que se revoca la nota y decisión
del Registrador, desestimándolo en cuanto al resto.

Madrid, 19 de febrero de 1998.—El Director general, Luis María Cabello
de los Cobos y Mancha.

Sr. Registrador mercantil de Barcelona número XII.

5988 RESOLUCIÓN de 25 de febrero de 1998, de la Dirección
General de Relaciones con la Administración de Justicia,
por la que se emplaza a los interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo número 3/10/1998, interpuesto
ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de la Audiencia Nacional.

Ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional, UGT Euskadi ha interpuesto el recurso con-
tencioso-administrativo número 3/10/1998, contra Orden de 17 de noviem-
bre de 1997, sobre convocatoria ingreso Cuerpo de Oficiales de la Admi-
nistración de Justicia.

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64

de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27
de diciembre de 1956, para que puedan comparecer ante la referida sala
en el plazo de nueve días.

Madrid, 25 de febrero de 1998.—El Director general, Juan Ignacio Zoido
Álvarez.

Ilmo. Sr. Subdirector general de Medios Personales al Servicio de la Admi-
nistración de Justicia.

5989 RESOLUCIÓN de 25 de febrero de 1998, de la Dirección
General de Relaciones con la Administración de Justicia,
por la que se emplaza a los interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo número 3/51/1998, interpuesto
ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de la Audiencia Nacional.

Ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional, doña María Celestina González Sánchez ha inter-
puesto el recurso contencioso-administrativo número 3/51/1998, contra
Orden de 17 de noviembre de 1997, sobre convocatoria ingreso Cuerpo
de Oficiales de la Administración de Justicia.

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27
de diciembre de 1956, para que puedan comparecer ante la referida sala
en el plazo de nueve días.

Madrid, 25 de febrero de 1998.—El Director general, Juan Ignacio Zoido
Álvarez.

Ilmo. Sr. Subdirector general de Medios Personales al Servicio de la Admi-
nistración de Justicia.

5990 RESOLUCIÓN de 25 de febrero de 1998, de la Dirección
General de Relaciones con la Administración de Justicia,
por la que se emplaza a los interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo número 3/52/1998, interpuesto
ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de la Audiencia Nacional.

Ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional, FSP-UGT ha interpuesto el recurso contencioso-
administrativo número 3/52/1998, contra Orden de 17 de noviembre de
1997, sobre convocatoria ingreso Cuerpo de Auxiliares de la Administra-
ción de Justicia.

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27
de diciembre de 1956, para que puedan comparecer ante la referida sala
en el plazo de nueve días.

Madrid, 25 de febrero de 1998.—El Director general, Juan Ignacio Zoido
Álvarez.

Ilmo. Sr. Subdirector general de Medios Personales al Servicio de la Admi-
nistración de Justicia.

5991 RESOLUCIÓN de 25 de febrero de 1998, de la Dirección
General de Relaciones con la Administración de Justicia,
por la que se emplaza a los interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo número 3/54/1998, interpuesto
ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de la Audiencia Nacional.

Ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional, Federación de Servicios Públicos (UGT) ha inter-
puesto el recurso contencioso-administrativo número 3/54/1998, contra
Orden de 17 de noviembre de 1997, sobre convocatoria ingreso Cuerpo
de Oficiales de la Administración de Justicia.

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de


